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Que 200 trabajadores de la industria pirotécnica gallega quedaran en el paro temporalmente como 
consecuencia de la normativa estacional de prevención de incendios forestales pareció, y seguramente lo 
fue, una tragedia social, económica y políticamente inaceptable. Mereció, sin duda, la atención de los 
medios de comunicación y la solidaridad colectiva de quien asocia cualquier celebración festiva 
comunitaria con los estallidos de rigor. 
 
Hay dramas similares pero de mayor escala que, sin embargo, están pasando desapercibidos, resultando 
totalmente invisibles para los medios de comunicación y la sociedad. Realizando una estimación sobre 
los datos de empleo referidos a 2007 derivados del Proxecto Fénix1, justo en el umbral de la crisis 
actual, la pérdida de puestos de trabajo en el sector de la Educación Ambiental en Galicia durante los 
últimos cuatro años puede estimarse en un 50%, unas 500 personas. 
 
La pérdida de estos puestos de trabajo, por muy precarios e invisibles que resultasen para la mayoría de 
la población, debería generar, como mínimo, la misma sensibilidad mediática e institucional que en el 
caso de la industria pirotécnica. No hay en este país muchos sectores o empresas que sumen un millar 
de trabajadores y trabajadoras con un perfil tan cualificado, la mayoría con estudios superiores, y menos 
aún en el sector terciario. No hay, tampoco, muchos colectivos con una labor que pueda considerarse de 
mayor relevancia cívica y estratégica para el futuro.  
 
Desde la década de los setenta del siglo pasado, la Educación Ambiental ha ido definiéndose como una 
corriente internacional de pensamiento y acción que, desde una perspectiva crítica, quiere contribuir a la 
educación de la ciudadanía para enfrentar la honda crisis ambiental que amenaza la calidad de vida, la 
salud humana y la posibilidad de un progreso económico y social duradero. La EA debería, por tanto, 
formar parte de los instrumentos imprescindibles para construir una sociedad más justa, equitativa y 
sostenible, como un servicio público necesario para la alfabetización socio-ambiental de la ciudadanía.  
En contra de lo que cabría esperar, no se tiene observada, sin embargo, ninguna reacción política o 
social significativa en respuesta a los recortes ejecutados, siendo muy limitada la que se ha 
desencadenado dentro del propio sector. Únicamente la Sociedade Galega de Educación Ambiental 
elaboró un manifiesto por la “Non desaparición da EA en Galicia”2, con una repercusión pública escasa. 
Más allá del recurrente argumento de la crisis económica -la escusa perfecta para la "deconstrucción" del 
estado de bienestar y la degradación de los servicios públicos-, este desmantelamiento silencioso del 
campo de la EA se puede atribuir a un conjunto de factores estrechamente relacionados.  
 
En primer lugar, cabe destacar el escaso peso institucional del sector. En contra de las declaraciones de 
intenciones y de los documentos estratégicos que trataron de impulsarla en los últimos años, la EA es un 
ámbito cada vez menos relevante tanto de la política ambiental como de la educativa, ocupando una 
especie de tierra de nadie. Esta debilidad estructural puede deberse a la carencia de atractivos 
económicos: no es un sector rentable desde un punto de vista mercantil como sí lo son otros ámbitos 
emergentes del negocio ligado al ambiente. Tampoco posee atractivos políticos para el juego partidista: 
dejar morir a la EA no implica asumir un coste significativo en los cálculos electorales. Esta debilidad 
queda de manifiesto en su dilución administrativa en la estructura de la Xunta de Galicia -a pesar de las 

recomendaciones que contemplaba la Estratexia Galega de Educación Ambiental en el año 2000-, en su 
práctica inexistencia como objeto de atención a nivel provincial y en su residual papel municipal. 
 
Si los recursos económicos, humanos e infraestructurales destinados por las administraciones públicas 
ya eran escasos antes de la crisis, faltos de planificación a medio y largo plazo, y con una distribución 
que obedecía a criterios en los que lo educativo-ambiental tenía relativamente poca relevancia, en la 
actualidad, con el mantra de la austeridad se está optando, directamente, por su extinción. Casos 
concretos son el abandono o cierre progresivo de los equipamientos de EA de titularidad pública, la 
eliminación de las subvenciones y líneas de ayuda específicas para la promoción de actividades de EA, la 
reducción a mínimos o la cancelación de los pocos programas educativo-ambientales en marcha, el 
despido masivo de personal con tareas ligadas a la EA en las distintas administraciones, etc. Basta decir 
que la inversión del gobierno autonómico en actividades e iniciativas de EA cayó de 1.645.000€ en el 
año 2007 a 125.133,60 € en el año 20113, un brutal recorte del 93%. 
 
Es preciso tener en cuenta que las políticas de reducción del gasto en las administraciones están 
teniendo un impacto letal en el sector de la EA. La mayor parte de los recursos económicos que lo 
movilizan provienen de fuentes públicas, tanto, obviamente, los que sufragan las acciones que 
desarrollan las propias administraciones, como aquellas otras que se capitalizan mediante contratos, 

                                            
1
 El Proxecto Fénix fue un estudio financiado y publicado por la Xunta de Galicia y realizado por un equipo de la 

Sociedad Gallega de Educación ambiental. En sus 7 volúmenes, recoge un análisis diagnóstico multisectorial del estado 

de la Educación Ambiental en Galicia. En el año 2009 mereció el Premio María Barbeito de Investigación Pedagógica. 
2 El manifiesto se puede consultar en la página de la SGEA: http://www.sgea.org  
3 Informe comparativo de las subvenciones y ayudas de la Consellería de Medio Ambiente, Territorio e Infraestruturas 

en el período 2006-2011. Sociedade Galega de Educación Ambiental, marzo de 2011. 

http://www.sgea.org/


 Miguel Pardellas Santiago y Pablo Ángel Meira Cartea 
 

3 
Centro Nacional de Educación Ambiental 

 
 
 
 

convenios y subvenciones con otros actores del campo (autónomos, pequeñas empresas, colectivos 
sociales, ONGs, etc.) 
 
En segundo lugar, la crisis está repercutiendo en un sector que ya padecía una situación endémica de 
precariedad laboral, empresarial y profesional. Conforme a los datos del mencionado Proxecto Fénix, el 
salario medio de un educador o educadora ambiental era, en 2009, de 1.050€ mensuales, a lo que 
habría que añadir una marcada temporalidad en el empleo y la asunción de tareas y responsabilidades 
muy por encima de los tipos contractuales más usuales. En contraste, los trabajadores y trabajadoras de 
este campo presentan un perfil en el que predominan los titulados superiores y la sobre-formación, 
entendida como una preocupación constante por mantener actualizados y mejorar sus conocimientos y 
prácticas profesionales a través de cursos, seminarios y otros recursos de formación permanente.  
 
En tercer lugar, es preciso destacar que el tejido empresarial de la EA en Galicia es muy débil. En líneas 
generales está constituido por pequeñas empresas muy dependientes de las administraciones, 
escasamente capitalizadas, poco articuladas entre sí, sin un campo de trabajo claramente definido ni 
regulado, y sin capacidad para competir con las grandes corporaciones prestadoras de servicios. 
 
En cuarto lugar, se aprecia una tendencia creciente a ofrecer programas o servicios que poco o nada 
tienen que ver con la EA, pero que se presentan bajo esta marca como una estrategia adaptativa para 
sobrevivir en un contexto económico cada vez más adverso. En esta línea, muchas iniciativas de EA 
existentes o de nueva creación, reformulan su oferta hacia el ocio de consumo, el turismo o la práctica 
deportiva, sin ninguna correspondencia o con una vaga relación con los objetivos y principios 
pedagógicos y sociales de la EA. Es una paradoja que los equipamientos o las empresas “de EA” que 
realizan esta transición o que ya nacen con un enfoque nítidamente mercantilista, son los que tienden a 
sobrevivir en el escenario actual, a pesar de que la invocación a la EA sea, en su caso, poco más que un 
reclamo comercial. 
 
Paradójicamente, este mismo “marketing verde” es lo que está guiando a las propias Administraciones 
Públicas en un cambio de rumbo que roza lo esquizoide. A la par que el cierre de los equipamientos de 
titularidad pública existentes -como ofrenda de austeridad-, se siguen edificando nuevos equipamientos 
de “Educación e Interpretación Ambiental” en los que los aspectos educativos brillan por su ausencia, 
primándose el cemento sobre el conocimiento. Es cierto que la práctica de construir “edu-eco-
mausoleos” no es nueva. El centro de interpretación de las Gándaras de Budiño es uno de los ejemplos 
más claros en nuestro país: 470.000 € invertidos en la edificación de una infraestructura inaugurada 
oficialmente en 2002 pero que nunca llegó a abrirse. Lo que no se explica es su continuidad en los 
tiempos actuales: invertir medio millón de euros en un Centro de Interpretación de las Islas Atlánticas 
cuando, al mismo tiempo, se despide al personal que desarrollaba tareas en el mismo espacio protegido 
sólo puede ser considerado como una aberración.  Y qué decir de lo ya invertido en el Centro de 
Interpretación de los Parques de Galicia proyectado en la ciudad de Ourense, más ladrillo sin una 
justificación socio-educativa o ambiental defendible, mientras se cierran equipamientos o se despide al 
personal con las mismas funciones en los espacios protegidos que se quieren “interpretar”. 

 
En quinto lugar, la EA viene perdiendo presencia en la enseñanza, tanto por la desidia de la 
Administración responsable del sistema educativo y del desarrollo de aquellas áreas del currículo que se 
mal definen como transversales - pensamos que, en realidad, deberían ser consideradas como 
nucleares-, como por los mismos recortes que se justifican con la crisis económica en aspectos clave 
para la calidad de la enseñanza pública: formación del profesorado, apoyo a la innovación educativa, 
desarrollo de actividades y programas complementarios, etc. A lo que habría que añadir, a nivel 
autonómico, la falta crónica de coordinación entre la Administración educativa y la ambiental.  
 
En sexto lugar, no se pueden separar las anteriores afirmaciones sobre la precaria coyuntura de la EA 
en Galicia de la situación que este campo presenta en el conjunto del Estado. De contar, a finales de los 
años 90, con un papel explícitamente destacado como relevante en el acompañamiento y transposición 
de las políticas ambientales que llegaban de la UE, como se plasmó en el Libro Blanco de la Educación 
Ambiental en España y en las distintas Estrategias Autonómicas, la EA fue deslizándose a un segundo o 
tercer plano, convirtiéndose en una referencia cada vez más retórica y con escasa proyección práctica en 
la realidad. De hecho, si bien el Libro Blanco y todas las Estrategias Autonómicas elaboradas durante la 
última década destacaron la necesidad de consolidar y dotar a la EA de una estructura presupuestaria y 
administrativa propia,  su actual estatus institucional sigue  siendo el mismo o ha empeorado 
notablemente. Llama la atención, por ejemplo, que la práctica totalidad de las estrategias autonómicas 
de EA carezcan de continuidad o languidezcan en los cajones de las administraciones, o que no se haya 
celebrado desde el año 1999 ningún congreso o encuentro estatal para poner en común y debatir la 
problemática del campo. 
 
En séptimo lugar, en parte como causa y también como consecuencia de todo lo anterior, cabe llamar 
la atención sobre la invisibilidad social de la EA. Cada vez más acusada incluso entre aquellos sectores 
que tradicionalmente contribuyeron a su impulso o que deberían ser más sensibles a su mensaje. Sirva 
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como ejemplo la escasa presencia conceptual de la EA en el surgimiento y desarrollo de los nuevos 
discursos de la sostenibilidad, como pueden ser los ligados al decrecimiento o a las comunidades en 
transición que, si bien es cierto que incorporan en su práctica acciones que pueden caracterizarse como 
EA, no la reivindican como parte relevante de sus estrategias. 
 
Conviene advertir, finalmente, que esta situación decadente está siendo vivida con cierta resignación 
desde el propio campo. Los signos vitales de indignación son escasos y apuntan más de cara al interior 
que al exterior. Así mismo afloran comportamientos cainitas, probablemente como resultado de la 
dificultad para enfrentar las amenazas externas y por puro instinto de supervivencia.  En este escenario, 
los recursos que venía capitalizando la EA están siendo derivados para usos y agentes que trabajan en 
contra de la sostenibilidad, bien porque se entiende que aquella es un lujo que nuestras sociedades no 
se pueden permitir, o bien porque la misma crisis es la gran coartada para impulsar el proyecto 
neoliberal, que entiende, probablemente con razón, que la EA puede ir en contra de sus intereses 
políticos, de clase y económicos. No falta, tampoco, quien piensa que esta es una oportunidad para que 
agentes más “emprendedores” -puesto que se sobreentiende que antes sólo había “parásitos” viviendo a 
costa del erario público- tomen la iniciativa y hagan rentable, en la óptica de la empresa privada y del 
mercado, la demanda social de servicios asociados a la calidad del ambiente. 
 
Al fin y al cabo, el mismo colapso del sistema está sirviendo a los que lo provocaron para ganar mayores 
cotas de poder, para incrementar las oportunidades de beneficio y para desmontar los débiles 
mecanismos de control que apenas fueron previstos o abortar las maniobras especulativas que lo 
desataron. En el crack económico de 1929, el antecedente más simétrico de la situación actual, muchos 
jerarcas de las finanzas acabaron estrellados en el pavimento de Wall-Street, impulsados por la 
inclemente ley de la gravedad (y, probablemente, por la vergüenza de verse o de que los vieran 
pobres). En el presente, el sistema está cayendo para arriba y los responsables de la catástrofe 
financiera levitan en el éter social colgados de jubilaciones millonarias. Bien pensado, la EA, en sus 
formulaciones más críticas, podría  y debería ser, cuando menos, un obstáculo, una piedra en el camino, 
para quien entienda que este es el mundo deseable o inevitable. 
 
 

Octubre de 2011 
 


